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Exp. 80/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 80/2023/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y COMITÉ INTERDISCIPLINARIO EVALUADOR DE LA COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VICTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., diecinueve de marzo de dos mil  veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 80/2023/2, promovido por la C. **********señalando como autoridades demandadas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí. 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de enero de dos mil veintitrés, la C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por los actos que a continuación se precisan:
“El acuerdo N° ********** emitido por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, en fecha 3 tres de noviembre del año dos mil veintidós notificado en fecha 29 veintinueve de noviembre de la misma anualidad, en la que se determinó improcedente autorizar que con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral…”

“El acuerdo N° ********** emitido por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, en fecha 8 ocho de noviembre del año dos mil veintidós notificado en fecha 29 veintinueve de noviembre de la misma anualidad, en la que se determinó improcedente autorizar que con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral…”

“El acuerdo N° ********** emitido por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, en fecha 23 veintitrés de noviembre del año dos mil veintidós, notificado en fecha 29 veintinueve de noviembre de la misma anualidad, en la que se determinó improcedente autorizar que con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral…”

II.- Mediante proveído de veintiuno de marzo de dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no contestar la demanda dentro del plazo que le fue indicado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

III.- En proveído de fecha dieciséis de mayo de dos mil veintitrés, se tuvo al Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Victimas; al Licenciado **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata;  la Licenciada **********en su carácter de Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; el Licenciado **********en su carácter de Director del Registro Estatal de Víctimas, e Integrantes del Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Victimas; por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora:  

· Copia certificada del acuerdo N° ********** 
· Copia simple de la factura N° **********, expedida por ********** .
· Copia simple de la factura N° ********** emitida por **********.
· Copia simple que detalla como documental cuarta en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia simple que detalla como documental quinta en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia certificada del acuerdo N° **********.

· Copia simple de la factura N° **********, expedida por

**********.

· Copia simple de la factura N° ********** emitida por ********** **********.

· Copia simple de la factura **********, expedida por **********.

· Copia simple de la factura emitida por **********. 

· Copia simple de la demanda que detalla como documental décimo primera en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia simple del acta circunstanciada que detalla como documental décimo segunda en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda. 

· Copia certificada del acuerdo N° **********.

· Copia simple de la factura N° **********, expedida por **********.

· Factura N° ********** emitida Por **********.

· Factura emitida por **********.

· Copia simple de la presentación de escrito dirigido al Lic. **********, Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado, sellada por dicha institución en fecha 27 de octubre del año 2022.

· Copia simple del acta circunstanciada que detalla como documental décimo octava en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· La Instrumental de actuaciones; y

· La presuncional legal y humana.


A la autoridad demandada:
· Copia certificada de los documentos que obran en los archivos de la autoridad demandada que sirvieron de base para el análisis y dictado de los acuerdos administrativos **********.

· Instrumental de actuaciones; y

· Presuncional lógica, legal y humana.

Por último, se señalaron las nueve horas del trece de junio de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, y se hizo relación de las constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.


SEGUNDO.- La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con  el  artículo  231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó los documentos consistentes en “los acuerdos N° **********N° **********y el N° **********todos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, documentos fundatorios visibles a fojas de la 19 a la 48 de los presentes autos; con el valor probatorio que le confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
**********Respecto a las autoridades demandadas; comparecieron los CC. Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas, Licenciado **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, Licenciada **********en su carácter de Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, y el Licenciado **********en su carácter de Director del Registro Estatal de Victimas, e Integrantes del Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas; personalidad que quedo acreditada en auto de fecha dieciséis de mayo de dos mil veintitrés.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando primero y Considerando Segundo de esta sentencia, los cuales corren agregados a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes; documento público, los cuales ya fueron debidamente valorados.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
De acuerdo a lo anterior, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su contestación, hicieron valer la causal de improcedencia a que se refieren las fracciones II y IV del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como la excepción de sine actione legis, basado en que los actos impugnados, se encuentran debidamente fundados y motivados por el Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata y aprobado por el Titular del Organismo, de tal manera que no se actualizan las hipótesis previstas por los artículos 167 y 168 del Código Procesal Administrativo del Estado. A ese respecto, dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia aplicable al caso por analogía, No. Registro: 187,973, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 06 a la 14 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- En primer término, es necesario precisar que los  actos impugnados lo constituyen los Acuerdos ********** de fecha tres de noviembre de dos mil veintidós; ********** de fecha ocho de noviembre de dos mil veintidós; y **********de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintidós; todos dictados dentro del expediente número **********y notificados el veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, en los que se determinó improcedente autorizar que con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, se cubriera el apoyo solicitado por la aquí actora, para cubrir el pago de gastos erogados con motivo de traslados y comidas por parte de su familia, los cuales realizaron en su calidad de víctimas.

En el único concepto de impugnación la parte actora medularmente manifiesta que le causa agravio los actos impugnados, toda vez que vulnera en su perjuicio la compensación establecida en el numeral 64 fracción VIII de la Ley General de Victimas y de la Ley de Victimas del Estado de San Luis Potosí, toda vez que la autoridad fue omisa en autorizar una solicitud que como derecho es ineludible otorgar, tal y como lo señalan los ordenamientos jurídicos invocados.
Que bajo dichas disposiciones normativas fue que fundamentaron la petición de que se cubrieran los gastos multicitados, siendo rechazados por la autoridad, aduciendo que se presentaron documentos que no tenían relación con las actividades que realizaron, no obstante no le asiste la razón a la autoridad, pues de cada día del que presento evidencias de gastos, también presentó documentos que avalaron las gestiones que realizo en diversas instituciones públicas y privadas.

Así mismo manifiesta, que todo acto de autoridad debe precisar detalladamente la competencia de las autoridades, de tal manera que si en un acto de molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto carece de eficacia y validez jurídica.

También manifiesta medularmente que la fundamentación y motivación de los actos de autoridad se cumplen cuando el acto logra contener la fundamentación como la expresión precisa del precepto o preceptos aplicables al caso, así como por motivación, el señalamiento de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas  que la autoridad haya tenido en consideración para emitir su acto, debiendo existir una debida correlación entre la fundamentación y la motivación, que permitan la sinergia entre los motivos aducidos y las normas aplicables seleccionadas por la autoridad.

En ese orden, concluye la accionante que la resolución que emitió la autoridad demandada no cumple con la debida fundamentación y motivación que subyacen del principio de legalidad, de ahí que la resolución emitida por la Comisión Ejecutiva es susceptible de decretarse su nulidad, por no ajustarse al artículo 1º de la Carta Magna.   

En primer término, se debe de manifestar que a consideración de esta Segunda Sala Unitaria los acuerdos en este acto aquí impugnados, si cumplen con la obligación de fundar y motivar de manera adecuada la competencia de su emisor, según se advierte del acto impugnado.

De dichos Acuerdos se advierte que, si contienen la cita de los preceptos legales en que apoya su competencia, para conocer y resolver los actos impugnados, de acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral presentada por la actora, de entre los cuales resaltan los artículos 34 incisos e y f;  y 35 de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral que establecen las atribuciones del Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata; disposiciones que establecen:

“Artículo 34. El otorgamiento de los apoyos de ayuda inmediata, asistencia y atención en relación con las necesidades consideradas urgentes de las víctimas o sus familiares, se sujetará al siguiente procedimiento:

e. Integrado el expediente de solicitud de ayuda, el Área de Trabajo Social deberá turnarlo a la Dirección General de la Unidad de Primer Contacto, para efecto de que admita, analice y valore la procedencia de la solicitud de acceso, en los términos de la Ley, su Reglamento y las Reglas de Operación. 

f. La Dirección General de la Unidad de Primer Contacto deberá verificar que el expediente se encuentre integrado en los términos que señala el artículo 154 de la Ley, que contenga el hecho victimizante, la condición socioeconómica de la víctima o solicitante, la gravedad del daño sufrido y sus consecuencias, así como el detalle de las necesidades que requiera. De ser el caso, requerirá al Área de Trabajo Social que, en un término no mayor a 24 horas, subsane las deficiencias de integración del expediente.”

“Artículo 35. Cuando el monto de la solicitud de ayuda se ajuste a los montos y parámetros fijados en el Tabulador de las Reglas de Operación, el Director General de la Unidad de Primer Contacto en un término no mayor a dos días hábiles siguientes a la admisión del expediente, presentará al Comisionado Ejecutivo para su aprobación y firma, el Acuerdo de Procedencia que resuelva la solicitud de acceso al Fondo.”
Preceptos de donde se advierte la facultad del Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, para analizar, validar y emitir resoluciones derivadas de las solicitudes de acceso a los recursos del Fondo, en relación con las solicitudes de ayuda, asistencia o atención, cuando los montos y parámetros fijados en el Tabulador de las Reglas de Operación, con la aprobación del Comisionado Ejecutivo; de donde es evidente que en el acto controvertido, si se citaron los preceptos que otorgan la competencia a las autoridades demandadas para emitir las decisiones que hoy se controvierten, por lo que resultó infundado el argumento esgrimido por la actora.

Por lo que respecta al argumento que aduce la actora, en el sentido de que el pago de los gastos solicitados fueron rechazados por la demandada, señalando que sí demostró las actividades relativas a los gastos que erogó en las fechas indicadas, y que la autoridad refirió como fundamento una serie de artículos de los cuales ninguno de ellos es aplicable a las razones que fueron manifestadas para negar su petición; lo que resulta infundado e inoperante, en virtud de lo siguiente:

La autoridad demandada, al emitir los actos impugnados, señaló a la actora que al realizarse el análisis de evidencias y verificación de la documentación que acompañó la aquí actora a sus solicitudes advirtió que la solicitante señaló los gastos erogados por el concepto de traslado terrestre y comidas en razón de haber acudido a realizar diversos trámites en relación de los asuntos que se están realizando en su carácter de víctima, con la finalidad de realizar diligencias jurídicas, que sin embargo fueron insuficientes para acreditar dicha situación, razón por la que determinó que no era posible autorizar que con cargo a los recursos del Fondo Estatal se cubriera el reembolso solicitado, debido a que es necesario documentar y/o justificar las necesidades planteadas a efecto de realizar una adecuada valoración y análisis, en los que sea posible verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación aplicable, además de la existencia de una relación directa con el hecho victimizante, entendiéndose éste como la relación existente entre la acción determinante del daño y el daño propiamente dicho, en otros términos, una relación causa-efecto.

De acuerdo a lo anterior, tenemos que la aquí actora, acompaño como pruebas dentro del presente expediente las siguientes:

· Copia simple de la factura N° **********, expedida por ********** .
· Copia simple de la factura N° ********** emitida por **********.
· Copia simple que detalla como documental cuarta en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia simple que detalla como documental quinta en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia simple de la factura N° **********, expedida por

**********.

· Copia simple de la factura N° ********** emitida por ********** **********.

· Copia simple de la factura **********, expedida por **********.

· Copia simple de la factura emitida por **********. 

· Copia simple de la demanda que detalla como documental décimo primera en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

· Copia simple del acta circunstanciada que detalla como documental décimo segunda en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda. 

· Copia certificada del acuerdo N° **********.

· Copia simple de la factura N° **********, expedida por **********.

· Factura N° ********** emitida Por **********.

· Factura emitida por **********.

· Copia simple de la presentación de escrito dirigido al Lic. **********, Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado, sellada por dicha institución en fecha 27 de octubre del año 2022.

· Copia simple del acta circunstanciada que detalla como documental décimo octava en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

Sin embargo, se debe de hacer mención que dichas probanzas no hacen prueba plena, ni de indicio, ya que no están vinculadas con otras pruebas, para acreditar las actividades que la actora dice realizó en cada una de sus solicitudes. 

Asimismo, el razonamiento por el cual la autoridad determinó que no era posible autorizar que con cargo a los recursos del Fondo Estatal se cubriera el reembolso solicitado, debido a que era necesario documentar y/o justificar las necesidades planteadas a efecto de realizar una adecuada valoración y análisis, en los que existiera una relación directa con el hecho victimizante, se encuentra debidamente fundado, en virtud de que el numeral 23 del Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, establece que las medidas de ayuda provisional se aplican desde el momento en que se verifique que ha ocurrido el hecho victimizante siempre que exista relación directa con el hecho victimizante, lo que en el caso a estudio no ocurrió, en virtud de que la actora no acreditó con los documentos que anexó a sus solicitudes, ni con las probanzas ofrecidas en el presente juicio, la actividad consistente en realizar diligencias jurídicas, en diversas dependencias con el fin de dar seguimientos a sus trámites jurídicos.

Sin que le asista razón a la actora, cuando manifiesta que resulta absurdo que las autoridades le nieguen el acceso a los fondos que son establecidos específicamente para víctimas, tal como a ella y su familia, pues no se advierte, que los documentos que aportó a su solicitud, guarden relación con los hechos que narró en la misma, a efecto de que pudiera ser tomado en cuenta por la autoridad demandada, además de que la autoridad si se pronunció respecto al motivo por el cual consideró que lo solicitado no guardaba relación con el hecho victimizante, lo que no implica que baste el mero dicho de las víctimas para que automáticamente le sea pagado cualquier monto que aduzcan que han erogado y por tanto, la autoridad si justificó el análisis que realizó a la solicitud de la actora, pues se encontraba facultada para resolver lo conducente a lo peticionado por la demandante, lo que así realizó como se advirtió en párrafos anteriores.

A mayor abundamiento, si en las resoluciones impugnadas, la autoridad demandada resolvió conforme a sus facultades lo conducente sobre la solicitud de la aquí actora, luego entonces, la demandante debió controvertir la fundamentación y motivación expresada por la autoridad demandada en el acto impugnado, para desvirtuar la legalidad de la misma, y no solo limitarse a señalar que se encontraba inconforme con la resolución impugnada en alguno de los aspectos que abordó.

   En tales condiciones, por los razonamientos  citados con antelación, no le asiste razón a la actora para que proceda la nulidad de los actos impugnados, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte de la actora las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución.  

En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos reclamados consistentes en los Acuerdos ********** de fecha tres de noviembre de dos mil veintidós; ********** de fecha ocho de noviembre de dos mil veintidós; y **********de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintidós; todos dictados dentro del expediente número **********, emitidos por el Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249 y 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por correo electrónico a las autoridades demandadas. 


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
